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A fs.  29,  el  28/04/21  dictamina  el  Ministerio  Público 

Fiscal y presta conformidad con el planteo. 

A fs. 33 se ordenó correr traslado de la demanda al Sr. 

,  la  que  fue  notificada  el  01/10/21,  conforme  surge  de  la 

céduela agregada a fs. 44.

El 25/11/21 se abrió la causa a prueba y se fijó fecha para 

recibir a los niños en una audiencia presencial en la sede del Juzgado. 

A fs. 50/53 se agregan las declaraciones de los testigos 

ofrecidos.

El acta de fs. 56 da cuenta de encuentro mantenido con 

 y  en presencia de la Trabajadora Social del Juzgado el 

15/12/21,  y  a  fs.  62/63  se  agrega  el  informe de  la  Lic.  z, 

psicóloga tratante de los niños.

Con el dictamen que antecede, la Defensoría de Menores 

dictamina en defintiva y, 

CONSIDERANDO:

I. Si bien uno de los caracteres principales del nombre es 

su inmutabilidad -que tiende a resguardarlo de cambios injustificados, 

tal  característica  no es  absoluta,  pues  se  admiten  supuestos  en  los 

cuales  puede  ser  soslayado  cuando  existan  justos  motivos.  Así  lo 

prevé el artículo 69 del Código Civil y Comercial de la Nación en el 

sentido  que  dispone  que  el  cambio  de  prenombre  o  apellido  sólo 

procederá si existen justos motivos a criterio del juez, considerándose 

como tales -entre otros- a “...la afectación de la personalidad de la  

persona  interesada,  cualquiera  sea  su  causa,  siempre  que  se  

encuentre acreditada…”. 

Sentado  ello,  sabido  es  que  el  nombre  es  un  medio 

necesario para una fácil individualización de las personas, al tiempo 

que una exigencia de orden social, de donde lo que le atañe trasciende 

la  esfera  del  mero  interés  individual  de  aquellos  y  compromete  el 

interés general (conf. CN Civ. Sala I 26-4-89 LL 20-12-89). 
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¿Que  deberá  entonces  entenderse  por  justos  motivos? 

Señala  Pliner  que  el  juzgador  debe  realizar  una  delicada  labor 

axiológica que consiste en la valoración de hechos y circunstancias 

que requieren una afinada penetración de los  alcances  del  llamado 

dogma  de  la  inmutabilidad  del  nombre  y  de  la  medida  en  que  el 

interés  del  peticionante  pueda  estimarse  con  gravitación  suficiente 

para abrir una brecha en el principio de interés público que tutela la 

estabilidad de los nombres. Por lo tanto excluye toda razón frívola, 

toda  causa  intrascendente,  toda  justificación  que  no  se  funde  en 

hechos que agravien seriamente los intereses materiales,  morales  o 

espirituales del sujeto que aspira a obtener una modificación de su 

nombre (conf. Pliner, "El dogma de la inmutabilidad del nombre y los  

justos motivos para cambiarlo." LL 1979- D pág. 284). 

Así  es  que  el  nombre  no  puede  ser  cambiado  o 

modificado a menos que -como se puntualizó- medien justos motivos 

(conf.  CN  Civ.  Sala  F,  18-4-79  ED  84-467).  Corresponde  pues, 

realizar un juicio estimativo de los valores en pugna y considerar si 

las razones expuestas por quien pretende el cambio o modificación 

merece  la  tutela  del  orden  jurídico  y  si  ello  no  significa  alterar 

indebidamente  la  regla  fundamental  en  la  materia.  Como  la  ley 

actualmente sólo enumera en dicho artículo a título ejemplificativo los 

justos  motivos  para  sustituir  el  nombre,  corresponde  al  arbitrio 

judicial  valorar  las  circunstancias  de  hecho  que  los  configuran, 

empleando un criterio restrictivo pues, de tal modo se está haciendo 

una excepción al principio de la inmutabilidad. 

Para valorar las mencionadas circunstancias de hecho, el 

juzgador debe estimar la prueba producida en autos y ponderar los 

motivos  que expone la peticionaria  para el  cambio de nombre que 

solicita. 

II.-  Además, cabe resaltar que la relación del derecho al 

nombre  con  el  derecho  a  la  identidad  es  de  íntima  conexión. 










